
 Naciones Unidas  A/C.3/73/SR.26 

  

Asamblea General 
Septuagésimo tercer período de sesiones 

 

Documentos Oficiales 

 
Distr. general 

7 de diciembre de 2018 

Español 

Original: inglés 

 

 

 

La presente acta está sujeta a correcciones. Dichas correcciones deberán enviarse lo antes posible, 

con la firma de un miembro de la delegación interesada, a la Jefatura de la Sección de Gestión de 

Documentos (dms@un.org), e incorporarse en un ejemplar del acta.  

Las actas corregidas volverán a publicarse electrónicamente en el Sistema de Archivo de 

Documentos de las Naciones Unidas (http://documents.un.org/).  

 

 

18-17490 (S) 

*1817490*  
 

Tercera Comisión 
 

Acta resumida de la 26ª sesión 

Celebrada en la Sede (Nueva York) el viernes 19 de octubre de 2018 a las 15.00 horas 
 

Presidente: Sr. Saikal   . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   (Afganistán) 

más tarde: Sr. Kováčik (Vicepresidente) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   (Eslovaquia) 
 

 

 

Sumario 
 

Tema 74 del programa: Promoción y protección de los derechos humanos 

(continuación) 

a) Aplicación de los instrumentos de derechos humanos (continuación)  

b) Cuestiones de derechos humanos, incluidos otros medios de mejorar el goce 

efectivo de los derechos humanos y las libertades fundamentales 

(continuación) 

c) Situaciones de los derechos humanos e informes de relatores y representantes 

especiales (continuación) 

d) Aplicación y seguimiento generales de la Declaración y el Programa de Acción 

de Viena (continuación) 

  



A/C.3/73/SR.26 
 

 

18-17490 2/9 

 

Se declara abierta la sesión a las 15.00 horas.  
 

 

Tema 74 del programa: Promoción y protección de 

los derechos humanos (continuación) (A/73/40, 

A/73/44, A/73/48 y A/73/56) 
 

 a) Aplicación de los instrumentos de derechos 

humanos (continuación) (A/73/140, A/73/207, 

A/73/264, A/73/281, A/73/282 y A/73/309) 
 

 b) Cuestiones de derechos humanos, incluidos 

otros medios de mejorar el goce efectivo de los 

derechos humanos y las libertades 

fundamentales (continuación) (A/73/138, 

A/73/139 y A/73/139/Corr.1, A/73/152, A/73/153, 

A/73/158, A/73/161, A/73/162, A/73/163, 

A/73/164, A/73/165, A/73/171, A/73/172, 

A/73/173, A/73/175, A/73/178/Rev.1, A/73/179, 

A/73/181, A/73/188, A/73/205, A/73/206, 

A/73/210, A/73/215, A/73/216, A/73/227, 

A/73/230, A/73/260, A/73/262, A/73/271, 

A/73/279, A/73/310/Rev.1, A/73/314, A/73/336, 

A/73/347, A/73/348, A/73/361, A/73/362, 

A/73/365, A/73/385 y A/73/396)  
 

 c) Situaciones de los derechos humanos e informes 

de relatores y representantes especiales 

(continuación) (A/73/299, A/73/308, A/73/330, 

A/73/332, A/73/363, A/73/380, A/73/386, 

A/73/397, A/73/398 y A/73/404) 
 

 d) Aplicación y seguimiento generales de la 

Declaración y el Programa de Acción de Viena 

(continuación) (A/73/36 y A/73/399) 
 

1. El Sr. Heller (Relator Especial sobre los derechos 

humanos al agua potable y al saneamiento), en la 

presentación de su informe sobre el principio de la 

rendición de cuentas en el contexto de la realización de 

los derechos humanos al agua y el saneamiento 

(A/73/162), dice que, en el sector del agua y el 

saneamiento, es difícil exigir la rendición de cuentas, en 

parte porque la gran cantidad de agentes que intervienen 

complica la atribución de responsabilidad. Además, en 

muchos casos no existe una regulación efectiva. La 

globalización y la ola neoliberal han debilitado el papel 

del Estado y resulta difícil regular en el caso de los 

proveedores de servicios privados que tienen 

monopolios naturales y, a menudo, operan sin licencia. 

En contextos de crisis, no existe un marco claro basado 

en los derechos humanos para la prestación de servicios 

de suministro de agua y saneamiento.  

2. En el informe se analiza la rendición de cuentas en 

tres dimensiones: funciones, responsabilidad y normas 

de desempeño; justificación y explicación; y 

cumplimiento. En la dimensión de responsabilidad, la 

rendición de cuentas exige una definición clara de 

quiénes son los agentes responsables, a quién deben 

rendir cuentas y por qué acciones deben hacerlo. Los 

agentes no estatales que tienen responsabilidades 

comprenden desde empresas privadas, organizaciones 

no gubernamentales y organizaciones comunitarias 

hasta particulares, incluyendo empresas no 

pertenecientes al sector cuyas operaciones pueden 

repercutir en el suministro de agua y saneamiento. En 

sus recomendaciones, el Relator Especial pide que se 

determinen de manera clara y transparente las funciones 

y responsabilidades y las normas de desempeño en 

consonancia con la realización de los derechos humanos 

al agua y el saneamiento. 

3. En la dimensión explicativa, los agentes 

responsables deben proporcionar explicaciones y 

justificaciones, no solo si se las solicitan, sino también 

de forma proactiva. Deben contar con mecanismos 

claros para responder a las solicitudes y preocupaciones 

de manera clara, oportuna y útil, y deben facilitar 

espacios de diálogo en los que las poblaciones afectadas 

puedan evaluar la información recibida, expresar sus 

opiniones e influir en las decisiones, todo ello sin 

barreras lingüísticas. 

4. En la dimensión de rendición de cuentas debe 

exigirse el cumplimiento mediante mecanismos de 

supervisión judiciales y no judiciales en un entorno que 

empodere a las poblaciones afectadas, de manera que 

puedan presentar reclamaciones y confiar en la eficacia 

de dichos mecanismos. Para ello, los agentes 

responsables deben establecer sistemas de supervisión 

eficaces y eliminar las barreras que impiden resarcir a 

las poblaciones vulnerables. La rendición de cuentas es 

un principio básico e intersectorial de derechos 

humanos y debe utilizarse para que los agentes estatales 

y no estatales rindan cuentas de las acciones, inacciones 

y decisiones que afectan al disfrute de los derechos 

humanos al agua y el saneamiento. 

5. Para concluir, el Relator Especial señala que los 

titulares de mandatos de procedimientos especiales 

conceden gran importancia a su colaboración con la 

Comisión. Lamenta que los cambios de programación 

hayan impedido que algunos de sus colegas presentaran 

sus informes a la Comisión en persona, y expresa la 

esperanza de que en el futuro se establezca un mejor 

proceso de consulta. 

6. La Sra. Cruz Yábar (España) pide al Relator 

Especial que identifique el principal obstáculo a la 

rendición de cuentas y que dé un ejemplo de buena 

práctica para garantizar que las personas marginadas o 

vulnerables tengan acceso a los mecanismos de 

exigibilidad. 
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7. La Sra. Makwabe (Sudáfrica), dice que la 

mayoría de los problemas de abastecimiento de agua en 

el mundo se derivan del aumento de la demanda por la 

falta de estrategias nacionales. La delegación de 

Sudáfrica desea conocer la relación que existe entre el 

principio de rendición de cuentas y la inaccesibilidad y 

el costo inasequible del agua y el saneamiento para las 

comunidades pobres. 

8. El Sr. Rohland (Alemania) solicita ejemplos de 

las mejores prácticas para garantizar responsabilidades 

claras y un proceso explicativo claro. También 

agradecería recibir la opinión del Relator Especial sobre 

la posibilidad de exigir judicialmente los derechos 

humanos al agua potable y el saneamiento.  

9. La Sra. Rasheed (Observadora del Estado de 

Palestina) dice que, durante más de 50 años, Israel ha 

controlado los recursos hídricos en la Palestina ocupada 

y los ha utilizado eficazmente como arma. La oradora 

pregunta cómo puede la comunidad internacional 

responsabilizar a Israel de la violación del derecho del 

pueblo palestino a tener acceso al agua potable.  

10. El Sr. Forax (Observador de la Unión Europea) 

dice que la Unión Europea está adoptando medidas para 

revisar su directiva sobre el agua potable y mejorar la 

evaluación y la vigilancia de los riesgos de distribución. 

Habida cuenta de que la Unión Europea es uno los 

principales donantes de cooperación del mundo, el 

orador desea conocer la opinión del Relator Especial 

sobre el enfoque más eficaz para exigir la rendición de 

cuentas mutua con arreglo a la Declaración de París 

sobre la Eficacia de la Ayuda al Desarrollo y el 

Programa de Acción de Accra, así como la rendición de 

cuentas en el contexto de los proyectos con proveedores 

de servicios no regulados. 

11. La Sra. Macherel (Suiza), observando que la 

fragmentación de las responsabilidades en materia de 

agua potable dificulta la rendición de cuentas, dice que 

Suiza considera la gestión integrada de los recursos 

hídricos un elemento central de su cooperación para el 

desarrollo en el sector del agua. La oradora pregunta 

cuál de las tres dimensiones de la rendición de cuentas 

tiende a plantear los mayores problemas; si los 

esfuerzos para hacer realidad los derechos humanos al 

agua y el saneamiento deberían centrarse en los precios 

asequibles, la accesibilidad física, la disponibilidad de 

servicios o calidad; y en qué medida la gestión 

descentralizada facilita o complica la rendición de 

cuentas. 

12. La Sra. Bouchikhi (Marruecos) dice que su 

Gobierno está aplicando un programa de emergencia 

para hacer frente a la escasez de agua y está llevando a 

cabo una serie de programas de gestión de desechos 

líquidos y depuración de aguas residuales. La oradora 

solicita ejemplos de buenas prácticas para alcanzar el 

Objetivo de Desarrollo Sostenible 6, relativo al agua y 

el saneamiento. 

13. El Sr. Escalante Hasbún (El Salvador), 

recordando la visita del Relator Especial en 2016, dice 

que el Gobierno de El Salvador sigue dando 

seguimiento a sus recomendaciones. El orador 

agradecería recibir información sobre las lagunas en la 

rendición de cuentas en los casos de responsabilidad 

compartida, por ejemplo, entre los Estados ribereños de 

los acuíferos transfronterizos, y sobre la jurisprudencia 

en esos casos. 

14. El Sr. Shulgin (Federación de Rusia) dice que, en 

situaciones de conflicto o de emergencia, los Estados a 

veces no pueden cumplir con sus obligaciones en cuanto 

al suministro de agua. Las operaciones militares a 

menudo tienen como blanco las plantas de tratamiento 

de agua y, en los casos en que varios Estados comparten 

recursos hídricos, el acceso al agua puede utilizarse 

como instrumento político. Por ejemplo, las autoridades 

de Kiev cortaron el suministro de agua a Crimea del 

Norte. El orador pregunta qué medidas pueden tomarse 

en esas situaciones para sancionar las violaciones del 

derecho internacional y exigir la rendición de cuentas.  

15. La Sra. Shlain (Israel) dice que su país está 

colaborando con sus vecinos y con donantes 

internacionales para poner en marcha el Proyecto de 

Transporte de Agua del Mar Rojo al Mar Muerto, que 

suministrará agua a Israel, Jordania y los territorios 

palestinos. La delegación de Israel agradecería ejemplos 

de proyectos de cooperación similares en materia de 

aguas transfronterizas. 

16. El Sr. Yaremenko (Ucrania) dice que su país no 

tiene la obligación de suministrar agua a las fuerzas de 

ocupación de la península de Crimea. Además, en virtud 

del derecho internacional humanitario, como Potencia 

ocupante, la Federación de Rusia es responsable de 

suministrar agua al territorio ocupado.  

17. El Sr. Heller (Relator Especial sobre los derechos 

humanos al agua potable y al saneamiento) desea 

reiterar la importancia de mejorar la rendición de 

cuentas en el sector del abastecimiento de agua y 

saneamiento, pues se desconocen los requisitos para 

exigirla y pocos países disponen de sistemas para 

hacerlo. Al determinar los obstáculos que se oponen a la 

plena realización de esos derechos, la atención debería 

centrarse en las poblaciones más vulnerables. Incluso 

cuando existen mecanismos de denuncia eficaces, las 

poblaciones vulnerables, por lo general, no tienen 

acceso a ellos, y cuando se trata de proveedores 

orientados a la obtención de beneficios, puede ser que 
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ni siquiera existan ese tipo de mecanismos. Sin embargo, 

el primer paso es determinar las responsabilidades.  

18. La descentralización tiene ventajas y desventajas. 

Los gobiernos locales tienden a examinar más 

detenidamente las necesidades de todos los segmentos 

de la población, pero la gestión descentralizada puede 

complicar la definición de la responsabilidad, por 

ejemplo, cuando los servicios los proporcionan los 

gobiernos locales pero la financiación proviene del 

Gobierno nacional. 

19. Con respecto a la exigibilidad por vía judicial, la 

falta de acceso a los servicios de agua y saneamiento 

suele requerir una acción urgente, y las ruedas de la 

justicia giran lentamente. Si bien es necesaria en casos 

extremos, los proveedores de servicios y los gobiernos 

deben establecer mecanismos más rápidos y eficientes 

para registrar y tramitar las denuncias.  

20. En cuanto a la Federación de Rusia y Ucrania, el 

Relator Especial dice que, en situaciones de conflicto, 

es preciso respetar y preservar el acceso de los civiles al 

suministro de agua.  

21. Con respecto a las buenas prácticas, en la 

dimensión de la responsabilidad, una iniciativa de la 

Comisión Económica de las Naciones Unidas para 

Europa (CEPE), el Protocolo sobre Agua y Salud del 

Convenio de 1992 sobre la Protección y Utilización de 

los Cursos de Agua Transfronterizos y de los Lagos 

Internacionales, establece normas de rendimiento para 

los Estados partes y un comité de cumplimiento ante el 

cual estos rinden cuentas. El Relator Especial está 

estudiando con expertos de la CEPE la viabilidad de 

adaptar el Protocolo a otras regiones. En su informe  se 

mencionan varias buenas prácticas en la dimensión 

explicativa, en particular las de Burkina Faso, Honduras, 

México, Nepal, Tayikistán y Zambia. En cuanto a la 

exigibilidad, en Colombia, la Defensoría del Pueblo 

examinó los avances en materia de agua y saneamiento 

y formuló recomendaciones. Como se indica en su 

informe, el Foro de Instituciones Nacionales de 

Derechos Humanos de Asia y el Pacífico y el Perú 

también han adoptado medidas útiles para mejorar el 

cumplimiento. 

22. La Sra. Farha (Relatora Especial sobre una 

vivienda adecuada como elemento integrante del 

derecho a un nivel de vida adecuado y sobre el derecho 

de no discriminación a este respecto), al presentar su 

informe (A/73/310/Rev.1) alienta a los Estados a que lo 

utilicen como guía para alcanzar la meta 11.1 de los 

Objetivos de Desarrollo Sostenible, relativa a la 

vivienda segura y asequible. Mejorar los asentamientos 

informales y garantizar el acceso de todas las personas 

a una vivienda adecuada, segura y asequible para 2030 

es una tarea monumental. Una cuarta parte de la 

población urbana del mundo vive en asentamientos 

informales totalmente inadecuados que generalmente no 

disponen de servicios de agua y saneamiento.  

23. En sus numerosas visitas a los asentamientos 

informales en todo el mundo, la Relatora Especial sintió 

vergüenza al ver las condiciones en que se encontraban 

y admiración por la resiliencia y el valor de quienes los 

habitaban. En consecuencia, en su informe se califica a 

los asentamientos informales de violaciones atroces de 

los derechos humanos, pero también se los reconoce 

como una reivindicación de los derechos a la dignidad 

y a un lugar. En el informe se adopta para su mejora un 

enfoque basado en los derechos humanos que gira en 

torno a dos pilares fundamentales: el fomento de la 

capacidad de las comunidades y el reconocimiento de 

que la mejora de los asentamientos es una obligación en 

materia de derechos humanos de la que los Estados y las 

organizaciones internacionales deben rendir cuentas de 

verdad. 

24. En el informe se formulan varias recomendaciones 

importantes para apoyar los enfoques participativos 

dirigidos por la comunidad y basados en el derecho a 

una vivienda adecuada. Por ejemplo, se indica que el 

objetivo primordial de la mejora de los asentamientos 

debe ser garantizar el pleno disfrute de ese derecho en 

todas sus dimensiones. Deben existir garantías legales 

del derecho a la mejora in situ cuando sea posible y así 

lo deseen los residentes, y del derecho de los residentes 

a participar en todos los aspectos de la mejora. La 

planificación y la zonificación deben centrarse en 

satisfacer las necesidades de los residentes de los 

asentamientos informales, más que en reubicarlos. Es 

preciso prohibir por ley el tratamiento punitivo y 

discriminatorio en materia de asentamientos informales. 

Las instituciones judiciales y de derechos humanos 

deben velar por que los residentes de los asentamientos 

informales tengan acceso a la justicia. Los planes de 

gestión de riesgos ambientales deben basarse en el 

conocimiento de los residentes, y no se deben invocar 

esos riesgos como excusa para ordenar desplazamientos 

innecesarios. Los Estados deben exigir a las 

instituciones financieras y a los organismos de 

desarrollo que exijan el cumplimiento del derecho a la 

vivienda como condición necesaria para recibir 

financiación y deben reorientar la inversión privada 

para apoyar la mejora basada en los derechos. La 

aplicación de esas y otras recomendaciones contenidas 

en el informe requerirá el esfuerzo concertado de los 

Estados, los organismos de cooperación para el 

desarrollo, las empresas y la sociedad civil.  

25. La Sra. Moutchou (Marruecos) dice que cada vez 

más personas se ven obligadas a vivir en asentamientos 

https://undocs.org/sp/A/73/310/Rev.1
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informales o en la calle, en parte, debido a la 

especulación inmobiliaria no regulada. La oradora pide 

a la Relatora Especial que recomiende un punto de 

partida para una estrategia de vivienda basada en los 

derechos. La oradora también desea saber cuán 

importante es el Objetivo de Desarrollo Sostenible 17, 

relativo a la revitalización de la Alianza Mundial para el 

Desarrollo Sostenible, para el logro del Objetivo 11, 

relativo a las ciudades y los asentamientos humanos 

sostenibles. 

26. La Sra. Bhengu (Sudáfrica) dice que, con 

demasiada frecuencia, se cometen con impunidad 

violaciones del derecho a la vivienda. La delegación de 

Sudáfrica está de acuerdo en que la mejora de los 

asentamientos informales es fundamental para los 

derechos humanos y que tanto los agentes públicos 

como los privados deben desempeñar una función en ese 

empeño. La Constitución de Sudáfrica reconoce el 

derecho a la vivienda y exige que el Estado trabaje en 

pro de su realización. Es un derecho que puede exigirse 

judicialmente y se invocó con éxito en numerosas 

ocasiones ante el Tribunal Constitucional. La oradora 

pregunta por qué la Relatora Especial adoptó un enfoque 

basado en los derechos humanos en lugar de un enfoque 

basado en el derecho al desarrollo.  

27. El Sr. Forax (Observador de la Unión Europea) 

dice que su delegación acoge con beneplácito la 

evaluación de los asentamientos informales desde una 

perspectiva de los derechos humanos. El orador 

pregunta cómo puede el paradigma de los derechos 

humanos  ayudar a mejorar la calidad de vida de los 

residentes urbanos, en particular la de los residentes de 

asentamientos informales. Además, las mujeres y las 

niñas que viven en asentamientos informales corren un 

alto riesgo de sufrir violencia sexual y por razón de 

género, pero rara vez tienen acceso a refugios. El orador 

agradecería conocer las mejores prácticas y 

recomendaciones para garantizar su seguridad.  

28. La Sra. Yoon Seong-Mee (República de Corea) 

dice que, de conformidad con el plan de acción nacional 

sobre los derechos humanos, en el que se destaca el 

papel del Estado en la defensa del derecho a una 

vivienda adecuada, la República de Corea reforzará 

tanto sus políticas de vivienda pública como un 

programa de apoyo que reduce el costo de la vivienda 

para las poblaciones de bajos ingresos. El país también 

mejorará los sistemas de encuesta de los residentes de 

los asentamientos informales y les proporcionará 

vivienda pública. Durante su visita a la República de 

Corea, la Relatora Especial reafirmó el concepto de la 

vivienda como derecho humano. El Gobierno de la 

República de Corea seguirá cooperando plenamente con 

los mecanismos de derechos humanos de las Naciones 

Unidas, en particular con los titulares de mandatos de 

los procedimientos especiales. 

29. El Sr. Shulgin (Federación de Rusia), observando 

el carácter interdisciplinario de las cuestiones 

planteadas, dice que resultaría beneficioso examinar la 

labor de otros mecanismos y entidades de las Naciones 

Unidas, como el del Relator Especial sobre los derechos 

humanos al agua potable y al saneamiento y el del 

Programa de las Naciones Unidas para los 

Asentamientos Humanos. Además, aunque su 

delegación apoya un enfoque basado en los derechos, no 

tiene sentido clasificar a los defensores del derecho a la 

vivienda como un grupo separado de defensores de los 

derechos humanos que merecen una protección especial. 

El orador desea conocer la propuesta de la Relatora 

Especial para mejorar los asentamientos informales en 

los países que reciben ayuda humanitaria. Observando 

que las personas que viven en asentamientos informales 

en situaciones de conflicto y de emergencia son 

especialmente vulnerables al reclutamiento por grupos 

extremistas, el orador expresa la esperanza de que la 

Relatora Especial se centre en esa cuestión en su labor 

futura. 

30. Sra. Barghouti (Observadora del Estado de 

Palestina) dice que, a lo largo de la ocupación que lleva 

medio siglo imponiendo, Israel ha cometido graves 

violaciones del derecho del pueblo palestino a una 

vivienda adecuada mediante los asentamientos ilegales 

y la expansión ininterrumpidos, los desplazamientos 

forzados, la demolición de viviendas y la revocación de 

los derechos de residencia de los palestinos residentes 

en Jerusalén. La Potencia ocupante acaba de anunciar 

nuevos planes de construcción en Al-Jalil (Hebrón) y se 

está preparando para demoler la comunidad beduina de 

Jan al-Ahmar, un plan que ha suscitado la condena 

internacional y que constituirá un caso flagrante de 

depuración étnica. La oradora pregunta qué puede hacer 

la comunidad internacional para impedir la destrucción 

de Jan al-Ahmar y para que la Potencia ocupante rinda 

cuentas en caso de que se destruya.  

31. La Sra. Wundsch (Alemania) dice que su 

delegación está de acuerdo en que los residentes de los 

asentamientos informales deben ser considerados 

demandantes, no delincuentes y que, en la mayoría de 

los casos, la mejora in situ es el enfoque más adecuado. 

La oradora desea saber cuáles son las principales 

razones de los desalojos y las reubicaciones y cómo se 

puede remediar el conflicto entre los habitantes de los 

asentamientos formales e informales. La oradora 

también está interesada en conocer las mejores prácticas 

para garantizar que en los programas de mejora se 

respete el derecho a una vivienda adecuada.  
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32. La Sra. Farha (Relatora Especial sobre una 

vivienda adecuada como elemento integrante del 

derecho a un nivel de vida adecuado y sobre el derecho 

de no discriminación a este respecto), dice que la 

primera medida para hacer frente a la crisis de la 

vivienda es elaborar una estrategia general de vivienda 

basada en los derechos que se aplique de conformidad 

con los diez principios esbozados en su informe al 

Consejo de Derechos Humanos a ese respecto 

(A/HRC/37/53). La cuestión más urgente es la del 

sinhogarismo. 

33. La cooperación internacional para el desarrollo 

será muy importante para mejorar los asentamientos 

informales en muchos contextos y deberá basarse en una 

alianza genuina entre donantes y receptores y en la 

premisa de que una vivienda adecuada es un derecho 

humano.  

34. Habida cuenta de su mandato, la Relatora Especial 

se centra en el derecho a la vivienda, pero este 

complementa el derecho al desarrollo. El derecho a la 

vivienda es un derecho humano internacional 

consolidado que puede invocarse ante los tribunales, 

sobre todo porque el derecho a una vivienda adecuada 

está bien definido en la jurisprudencia internacional. Se 

trata de un derecho muy concreto y especialmente útil 

en el contexto de la mejora de los asentamientos 

informales. 

35. Con respecto a la ausencia de refugios para 

mujeres que residen en asentamientos informales, la 

cuestión es un tema complicado. Como la Relatora 

Especial señala en su informe, las propias mujeres 

deben poder decidir la mejor manera de hacer frente a 

los riesgos para su seguridad. 

36. La Relatora Especial comparte la preocupación de 

la delegación de la Federación de Rusia por los 

asentamientos informales en situaciones de conflicto y 

de emergencia y  ha mantenido conversaciones con 

organizaciones de ayuda humanitaria sobre este tema, 

pero aún no ha decidido redactar un informe al respecto. 

La responsabilidad de hacer efectivo el derecho a una 

vivienda adecuada se aplica en todos los contextos y en 

todo momento. La Relatora no concibe cómo garantizar 

una vivienda adecuada a las personas que no la tienen 

puede considerarse de algún modo protección especial.  

37. La Relatora Especial acaba de emitir un 

comunicado de prensa sobre Jan al-Ahmar y seguirá 

planteando la cuestión de las demoliciones y las 

reubicaciones de los palestinos. Su principal arma es la 

palabra y seguirá reiterando que es imperativo defender 

los derechos humanos para todos, incluidos los 

palestinos. 

38. Parece ser que el desarrollo es la principal causa 

del desalojo y el desplazamiento. A menudo los 

residentes de los asentamientos informales viven en 

tierras valiosas, y las ciudades y los Gobiernos 

nacionales pueden generar ingresos vendiendo esas 

propiedades a inversores. Los motivos del desalojo y el 

desplazamiento relacionados con el cambio climático, 

por ejemplo, como consecuencia de inundaciones, son 

cada vez más frecuentes. En tales casos, los residentes 

de los asentamientos informales no deberían ser 

reubicados sumariamente, sino que se les debería 

consultar y ofrecer recursos para poder contratar a 

especialistas que ofrezcan soluciones de diseño, aunque, 

si se les toma en serio, a veces los propios residentes 

proponen soluciones ingeniosas. En cuanto a las 

mejores prácticas, la Relatora Especial remite a las 

delegaciones al ejemplo que figura en su informe sobre 

la comunidad de Buenos Aires que recurrió las 

solicitudes de desalojo y a la que se reconoció el 

derecho a la mejora. 

39. El Sr. Kováčik (Eslovaquia), Vicepresidente, 

ocupa la Presidencia. 

40. El Sr. Pūras (Relator Especial sobre el derecho de 

toda persona al disfrute del más alto nivel posible de 

salud física y mental), presentando su informe sobre el 

ejercicio del derecho a la salud mental de las personas 

en tránsito (A/73/216), dice que el informe se centra en 

las personas que han sufrido adversidades. El Relator 

Especial ha elegido el término "personas en tránsito" 

para subrayar que esas personas son titulares de 

derechos, independientemente de su condición jurídica. 

Especialmente en vista de los movimientos sin 

precedentes de personas en todo el mundo, es 

importante comprender que el miedo y la intolerancia 

perjudican la salud mental tanto de las personas en 

tránsito como del público en general y que quienes 

ocupan cargos de poder o autoridad deben abstenerse de 

promover la xenofobia. La contribución económica de 

las personas en tránsito es dos veces superior a lo que 

cuesta acogerlas, y la inversión global en la salud mental 

de esas personas y de sus comunidades de acogida puede 

ayudar a reconciliar las diferencias y abordar las causas 

profundas de la intolerancia y la exclusión.  

41. Las leyes y políticas que institucionalizan la 

separación de los niños en tránsito de sus familias o 

dificultan la reunificación familiar tienen repercusiones 

adversas a largo plazo para ellos, y deben eliminarse sin 

demora. Del mismo modo, la detención de inmigrantes 

puede agravar los trastornos de salud mental existentes 

y debe eliminarse gradualmente. Debe prohibirse 

inmediatamente la detención de niños y de migrantes 

con discapacidad psicosocial, cognitiva o intelectual.  

https://undocs.org/sp/A/HRC/37/53
https://undocs.org/sp/A/73/216
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42. En el informe se recomienda que los Estados creen 

servicios de atención y apoyo a la salud mental basados 

en los derechos que respondan a las necesidades de las 

personas en tránsito en materia de seguridad, 

participación comunitaria y medios de subsistencia, y 

que tengan en cuenta la cultura, la religión y el idioma. 

Se deben tomar medidas para invertir la tendencia a 

depender de intervenciones de salud mental que 

vulneren los derechos humanos, como el internamiento 

en instituciones y la medicalización excesiva. Se deben 

establecer procedimientos de evaluación individual para 

detectar qué  personas en tránsito necesitan atención en 

materia de salud mental, además de remitirlas con 

eficacia a los servicios oportunos. El Relator Especial 

subraya que las decisiones relativas a la entrada, la 

permanencia, la naturalización o la expulsión de las 

personas en tránsito no deben tomarse basándose en el 

estado de salud mental. Los Estados deben avanzar 

hacia modelos más integrales de recuperación centrados 

en los principales factores determinantes de la salud 

mental, en particular las relaciones comunitarias 

saludables y la inclusión. 

43. La Sra. Bhengu (Sudáfrica) dice que la 

Constitución de Sudáfrica reconoce el derecho a la 

atención de la salud, incluida la salud reproductiva, y 

exige que el Estado trabaje en pro de la realización de 

ese derecho y de otros derechos socioeconómicos. En el 

Plan Estratégico y Marco de Política Nacional de la 

Salud Mental 2013-2020 se señalan medidas 

fundamentales para integrar servicios de salud mental 

de calidad, en particular para mujeres, niños, 

adolescentes, personas de edad y personas que viven 

con el VIH/sida. Al igual que muchos países en 

desarrollo, Sudáfrica se enfrenta a una elevada 

incidencia de trastornos mentales relacionados con  

determinantes sociales  como la pobreza, la violencia y 

el abuso de sustancias adictivas. La oradora pregunta si 

las personas en tránsito son más propensas a padecer 

trastornos de salud mental que los grupos vulnerables 

mencionados anteriormente. 

44. El Sr. Vieira Rodrigues (Portugal) dice que el 

hecho de que Portugal tenga una política que ofrece el 

mismo acceso a los servicios de salud mental a los 

refugiados que a los ciudadanos portugueses y su 

copatrocinio de las resoluciones del Consejo de 

Derechos Humanos sobre la salud mental y los derechos 

humanos pone de manifiesto el firme compromiso del 

país con la promoción de la salud mental. El orador 

pregunta cómo el Pacto Mundial para la Migración 

Segura, Ordenada y Regular puede representar una 

oportunidad para que los Estados adopten estrategias, 

políticas y programas centrados en las personas, 

basados en los derechos humanos y destinados a 

defender el respeto de los derechos, la voluntad y las 

preferencias de las personas con trastornos de salud 

mental y discapacidades psicosociales.  

45. El Sr. Forax (Observador de la Unión Europea) 

dice que el informe del Relator Especial llena un vacío 

en el debate sobre la salud de las personas en tránsito. 

La delegación de la Unión Europea comparte la 

preocupación por los efectos perjudiciales de los 

entornos hostiles y desea saber qué medidas prácticas 

pueden adoptarse para reducir sus repercusiones en las 

personas en tránsito. El orador pide que se formulen 

recomendaciones sobre la cooperación entre los agentes 

humanitarios y los interesados en el desarrollo en el 

ámbito de la salud mental, incluidas las mejores 

prácticas. 

46. La Sra. Jakstiene (Lituania) dice que le interesa 

recibir información sobre las mejores prácticas en 

materia de capacitación de profesionales de la salud 

mental a fin de invertir las tendencias a patologizar en 

exceso a los migrantes y subestimar la importancia de 

los factores determinantes de la salud mental no 

relacionados con la migración. La oradora también 

desea saber qué medidas adicionales se pueden adoptar 

para crear un entorno apropiado y seguro para los niños 

en tránsito. 

47. La Sra. Matar (Bahrein), señalando que su país 

es copresidente del Grupo de Amigos de la Salud Mental 

y el Bienestar, dice que la población de Bahrein disfruta 

del acceso equitativo a la atención de la salud de alta 

calidad. Bahrein centra sus esfuerzos en la prevención y 

la detección temprana de los trastornos de salud mental 

y adopta un enfoque holístico centrado en el paciente. 

En ese contexto, Bahrein ha establecido un programa de 

servicios de salud mental en las escuelas y ha incluido 

clínicas de salud mental en los centros de atención 

primaria de la salud. La oradora desea conocer las 

estrategias y medidas más eficaces para fomentar un 

enfoque de salud mental comunitario.  

48. La Sra. Bouchikhi (Marruecos) dice que su 

Gobierno sigue ampliando la cobertura de la atención de 

la salud y ha adoptado medidas para promover la 

atención de la salud mental y proteger el medio 

ambiente. El Gobierno de Marruecos sigue plenamente 

comprometido con el fomento de la salud física y mental 

y el bienestar del pueblo marroquí de conformidad con 

la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, y acoge 

con beneplácito el papel de las Naciones Unidas y de la 

Organización Mundial de la Salud en ese contexto. La 

oradora pregunta si el Relator Especial tiene previsto 

organizar un acto paralelo sobre salud mental durante la 

Conferencia Intergubernamental encargada de Aprobar 

el Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y 

Regular de diciembre. 
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49. El Sr. González (Colombia) dice que, en vista de 

la crisis migratoria en las Américas, la salud mental de 

las personas en tránsito tiene un interés especial para su 

Gobierno, que sigue insistiendo en la necesidad de una 

respuesta integral conjunta a la migración, que incluya 

la cooperación y el intercambio de información. 

Observando que la discriminación, la intolerancia y un 

enfoque selectivo de los derechos humanos socavan la 

realización del derecho a la salud física y mental de 

todas las personas, el orador insta a todas las partes 

interesadas a que mantengan sus esfuerzos por crear 

sociedades inclusivas en las que nadie se quede atrás.  

50. Mejorar la calidad de vida de las personas con 

enfermedades mentales es una cuestión de interés 

mundial. Para enfrentarla, los Estados deben desarrollar 

y mejorar el acceso a los servicios de salud mental, 

concienciar sobre los problemas de salud mental, 

reducir el estigma, emprender investigaciones sobre 

trastornos de salud mental en el plano nacional y alentar 

el intercambio de experiencias y prácticas. También se 

necesitan más profesionales de la salud mental. Para 

hacer frente a la escasez de profesionales 

suficientemente capacitados en Colombia, el Gobierno 

está tratando de incluir más contenidos de salud mental 

en los planes de estudios de formación de profesionales 

de la salud.  

51. La Sra. Ershadi (República Islámica del Irán), 

observando que el derecho a la salud está reconocido 

internacionalmente, dice que su Gobierno considera la 

prestación de servicios de atención de la salud para 

todos como una prioridad. Las sanciones unilaterales 

impuestas por los Estados Unidos afectan en particular 

a las personas más vulnerables, incluidas las que 

necesitan asistencia y servicios médicos vitales. La 

oradora pregunta si el Relator Especial analizó las 

repercusiones de las sanciones unilaterales en el acceso 

a la atención de la salud mental y qué medidas pueden 

adoptarse para reducir su impacto en los trastornos de 

salud mental. 

52. El Sr. Pūras (Relator Especial sobre el derecho de 

toda persona al disfrute del más alto nivel posible de 

salud física y mental) dice que tal vez no pueda 

organizar un acto paralelo sobre salud mental durante la 

Conferencia Intergubernamental, pero que seguirá 

trabajando en cuestiones de salud en el plano sistémico 

de formulación de políticas. En su informe de 2016 

sobre los Objetivos de Desarrollo Sostenible y el 

derecho a la salud (A/71/304), el Relator Especial 

abordó cuestiones intersectoriales que seguirán sin 

resolverse si los Estados no abandonan las prácticas 

anticuadas y discriminatorias, incluidas aquellas con 

respecto a las personas en tránsito y la salud mental en 

general. 

53. Los migrantes suelen gozar de mejor salud que la 

población en general, aunque quienes han sido víctimas 

de violencia o tortura pueden necesitar intervenciones 

específicas en materia de salud mental. Sin embargo, 

hay que reducir al máximo la medicalización y la 

patologización, ya que contribuyen a la discriminación 

y la estigmatización. Las personas en tránsito son 

resilientes y deben poder contribuir a la sociedad, que 

es algo básico para su salud mental.  

54. Muchas publicaciones internacionales y políticas 

nacionales sobre salud mental siguen los principios 

básicos de una buena atención de la salud mental, en 

particular, los derechos y los enfoques con base 

empírica. Sin embargo, las asimetrías de poder y las 

prácticas y leyes discriminatorias imposibilitan su 

aplicación e impiden que los profesionales de la salud 

mental trabajen eficazmente. Aunque la Asociación 

Médica Mundial y la Asociación Mundial de Psiquiatría 

están trabajando para combatir la discriminación contra 

las personas con enfermedades mentales en el ámbito de 

la atención de la salud, en muchos países aún se sigue 

discriminando a las personas con trastornos mentales. 

Los enfoques modernos que fomentan el 

empoderamiento, la inclusión y la participación 

significativa pueden tener excelentes resultados. El 

Líbano es un buen ejemplo de la integración de las 

políticas y los servicios de salud mental y migración, 

pues ofrece apoyo psicosocial a sus millones de 

refugiados y migrantes como parte de los servicios de 

salud generales. El Relator Especial no recomienda la 

creación de sistemas paralelos porque no son eficaces 

en función de los costos y aumentan la discriminación.  

55. Con respecto al entorno apropiado para los niños 

en tránsito, en su informe sobre el desarrollo de los 

niños en la primera infancia y el derecho a la salud 

(A/70/213), el Relator Especial sostiene que las 

intervenciones psicosociales en la primera infancia 

deben equipararse a las intervenciones médicas. Detener 

a los niños migrantes y separarlos de sus familias son 

ejemplos clásicos de prácticas perjudiciales y se les 

debe poner fin de inmediato. Los niños necesitan 

sentirse seguros y tener relaciones estrechas con sus 

cuidadores principales. Incluso en la adolescencia 

pueden experimentar ansiedad, depresión, trastornos de 

conducta o trastornos de personalidad de larga duración 

como resultado de la detención o la separación.  

56. Como el Relator Especial indica en su informe, los 

programas de asistencia humanitaria suelen ser 

paternalistas y tratar a las personas en tránsito como 

receptores pasivos de ayuda. Por el contrario, deberían 

empoderar a esas personas y hacerlas partícipes de todos 

los asuntos relacionados con su atención de la salud. Las 

personas en tránsito que son profesionales de la salud 

https://undocs.org/sp/A/71/304
https://undocs.org/sp/A/70/213
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pueden ayudar en el cuidado médico de sus compañeros 

migrantes.  

57. En conclusión, el Relator Especial hace hincapié 

en que una crisis podría conducir a un cambio positivo. 

Debería impulsar la movilización mundial, regional y 

nacional para aplicar enfoques de la salud mental de las 

personas en tránsito basados en los derechos humanos y 

en datos empíricos. 

Se levanta la sesión a las 17.20 horas.  


